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LOS CONFLICTOS INTERREGIONALES 

SEGÚN LAS DISPOSICIONES CONTENIDAS EN EL TÍTULO PRELIMINAR 

DEL CÓDIGO CIVIL 



Proponemos en el encabezamiento de este trabajo una cues- 
tión respecto á la que, sin necesidad de grandes esfuerzos 
imaginativos por parte de aquellas personas aficionadas á los 
estudios jurídicos patrios, con sólo su enunciación llegarán 
á penetrarse de la trascendental importancia que reviste, al 
par que de suma conveniencia, ya que de su acertada solución 
ha de depender el cumplimiento de los más estrictos princi- 
pios de justicia, dándose efectividad á derechos atendibles 
que, de otra manera, quedarían abandonados en la indeter- 
minación más absoluta. 

Es un problema de difícil resolución que se encuentra la- 
tente en la moderna doctrina, y que, de entre todos los Esta- 
dos en que se presenta, en ninguno como en el nuestro es 
grave de modo tan singular; á lo sumo concederiamos que las 
dificultades nacidas en el que concurran las más excepciona- 
les circunstancias igualaran á las que en España surgen, en 
modo alguno superarlas. 

Parecía, pues, muy lógico y natural que á él se dedicase 
atención preferente por los publicistas y hombres de ciencia 
capacitados para ello, puesto que, seguramente, sus aporta- 
ciones habrían de constituir medios y materiales preciosos 
por lo eficaces para hacer desaparecer todas las dudas y va- 
cilaciones á que da lugar la variedad de legislaciones que 
viven en el territorio español y que dificultan el expedito 
desenvolvimiento de la vida jurídica de los españoles, obs- 
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táculos que cada día van siendo mayores á medida que las 
relaciones entre individuos de diversas regiones son más nu- 
merosas é íntimas, y, sin embargo, muy poco se ha hecho por 
conseguirlo; extrafleza causa el observarlo, pero es un hecho 
que todos pueden comprobar. Sería, pues, de desear que, ha- 
ciéndose cargo de esta necesidad apremiante que reclama el 
interé3 general de la nación, apercibiéndose del deber inelu- 
dible que pesa sobre los ciudadanos españoles llamados á ha- 
cerlo, operaran un activísimo movimiento de la opinión culta 
con el fin plausible de remover aquellos obstáculos y hacer 
desaparecer toda la serie de inconvenientes que se opongan 
al afianzamiento de los vínculos del organismo patrio, al des- 
embarazado y libre ejercicio de las actividades jurídicas de 
los nacionales de España. 

Por nuestra parte nos hacemos solidarios en el cumplimien- 
to de este deber, procurando desarrollar el tema propuesto 
hasta donde alcancen nuestras fuerzas, sin abrigar la ilusoria 
esperanza de aportar elementos dignos de ser tenidos en cuen- 
ta y á todas luces imperfectos; únicamente nos induce á ello 
la convicción firmísima de que estamos poseídos en lo refe- 
rente á que este asunto debe mirarse como el objeto de seria 
preocupación. 

El plan á que nos atendremos para la más fácil y clara ex- 
posición y comprensión del trabajo será: una primera parte 
dedicada al estudio de los conflictos bajo un punto de vista 
general; la segunda estará constituida por el análisis é inter- 
pretación de los preceptos del título preliminar, á más de al- 
gunos casos prácticos que serán presentados para mejor com- 
prender cómo tienen lugar las colisiones, y, últimamente, en 
la tercera haremos un ligero trabajo de crítica, con indica- . 
ción de lo que, á nuestro juicio, debió hacerse para resolver- 
los, todo con la brevedad propia de un trabajo elemental. 



No es el derecho un concepto meramente especulativo; an- 
tes, por el contrario, si ha de llenar cumplidamente su finali- 
dad racional, si teniendo evidentemente como nota caracte- 
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rística la indispensabilidad, por lo que la sociedad toda sería 
sin su existencia el caos más espantable, pues que sin él ca- 
recería aquélla del elemento vitalísimo que el orden represen- 
ta, y que, á la manera del aire respirable por los órganos 
adecuados en el individuo, ha de ser normal y constante de 
modo tal, que su ausencia de momentos acarreará la pérdida 
inmediata de vida; si ha de* ser tal, decimos, necesita rodear- 
se de todos aquellos requisitos, circunstancias y modalidades 
que le conviertan en noción prácticamente realizable. 

Ahora bien, para realizarse es absolutamente preciso que 
aparezca como atributo de la personalidad que lo ejercite, 
-que recaiga sobre algo á que esta personalidad se extienda 
^n sus relaciones con el mundo exterior y que se atempere á 
formas, maneras y ritualidades de antemano establecidas 
para la mayor garantía y seguridad en su ejercicio. Pero si 
bien todos estos requisitos han de acompañar á todo derecho, 
y que, por lo mismo, revisten el carácter de esenciales, im- 
prescindibles, hay, sin embargo, multitud de causas que ori- 
ginan una diversa realización del mismo, según los tiempos 
y según también la variedad de agrupaciones políticas que 
con el nombre de Estados son conocida». 

De lo dicho se deduce que en el transcurso de la vida indi- 
vidual y social pueden presentarse, y de hecho se presentan, 
situaciones en que el derecho no en igual forma es apreciado 
en sus accidentalidades, según los pueblos, los territorios y 
los individuos; la universalidad de Estados no ha reconocido 
reglas de derecho uniformes que á todos comprenda y que 
sean las únicas reguladoras del orden de relaciones que por 
los hombres, como ciudadanos del mundo, hubieran de enta- 
blarse; es más, en determinados Estados se da el mismo fenó- 
meno de no existir dentro de su territorio el derecho como 
unidad natural, encontrándolo desmembrado en pluralidad de 
normas jurídicas que constituyen otros tantos sistemas de re- 
laciones y que impera cada uno de ellos en esfera más ó me- 
nos amplia, según la acción que sobre los mismos hubieran 
«ejercido los momentos y circunstancias tradicionales que los 
motivasen. 

Claro es, por consiguiente, que relacionados los pueblos. 
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unos con otros, y desde que el trato de sus individuos entre sí 
viene á ser un hecho, desenvolviendo sus actividades en el 
vastísimo campo del derecho y no reconociendo las diversa» 
leyes igual valor ni idénticas consecuencias á los actos que 
celebren, antes, por el contrario, presentándose en la gene- 
ralidad de los casos el antagonismo y la antítesis más perfec- 
ta, surgen de estos derechos contradictorios los que en la. 
ciencia se les conoce con el nombre de colisiones ó conflictos. 

lío hay, sin embargo, que incidir en equivocaciones sobre 
este punto, expresándonos con ambigüedad, de tal modo que 
aparezca obscurecido el concepto que se emita; es necesario 
tener muy en cuenta que estos conflictos tienen lugar, no 
cuando un caso concreto y determinado caiga dentro de la 
esfera á que extienden su acción múltiples legislaciones; no 
es este el motivo determinante del conflicto, y no lo es, por- 
que bien pueden todas ellas regularlo de la misma manera; 
sus disposiciones estar basadas en el mismo criterio, y, á for- 
twriy han de reconocer idénticos efectos jurídicos en el casa 
aludido; sí existirá cuando una ó algunas de las leyes someta 
á su imperio la resolución, ya en todo ó en parte, pero esto sí, 
excluyendo á las demás en lo que crea de su sola competen- 
cia. Se ve, pues, de una manera clara que conflicto y lucha 
son una sola y misma cosa, al menos aparentemente; estamos* 
profundamente convencidos de que los conflictos no se dan en 
realidad, y á poco que se reflexione fácilmente se compren- 
derá la verdad de nuestra aseveración, si no se olvida que, al 
fin y necesariamente, las relaciones de derecho que acarrean 
en la práctica dudas de muy difícil solución están sometidas 
á una sola ley, y de aquí la imponderable importancia que en 
la actualidad tiene la moderna ciencia del derecho interna- 
cional privado al ser su peculiar misión la de señalar en esos 
casos de vacilación y duda una norma y criterio seguro que 
determine y fije cuál de entre todas es la ley competente par» 
regularlo. 

Decíamos antes que estos conflictos ó colisiones nacían, 
como inevitable consecuencia, de la diversidad de derechos 
territoriales contradictorios, diversidad que, á su vez, ha sido 
y es motivada por la coexistencia de legislaciones indepen- 
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dientes; también indicábamos de paso que numerosas circuns- 
tancias, de índole histórica, habían determinado esta plurali- 
dad de opuestos sistemas jurídicos, principalmente si nos fija- 
mos en la constitución política de que estaban dotados los 
diferentes países en la Edad media, la falta de concentración 
del poder en una sola persona que evitase los efectos perni- 
ciosos y deplorables de la disgregación en muchos, á más de 
tantas otras que no enumeramos por no salimos de los moldes 
trazados; pero las enunciadas son bastantes para comprender 
que al amparo de esa desmembración tuvieron que originar- 
Be infinidad de derechos particulares, que al ejercitarse en la 
práctica habían de traer consigo toda la serie de dificultades 
consiguientes. Pues bien; entre los derechos territoriales ya 
aludidos que pueden dar lugar á colisión suelen mediar dos 
especies de desiguales relaciones, y aunque las reglas aplica- 
bles vienen á ser las mismas, esta diferencia y desigualdad 
influye sobre el modo de aplicación ; es decir, las mismas ra- 
bones que abonan el planteamiento ó iniciación de aquellos 
problemas á causa de existir discrepancia entre los derechos 
ejercitables en Estados soberanos é independientes, determi- 
nan, no menos, su aparición dentro del territorio de uno solo 
en que, como en el nuestro, conviven diferentes leyes; los 
conflictos son, por lo tanto, de dos clases: internacionales los 
primeros, interprovinciales, ó, por mejor decir, interregiona- 
les los segundos. 

Pero si bien es verdad que las causas originarias de unos y 
otros son análogas, no quiere esto decir que ambas categorías 
sean en un todo idénticas, sino que les separan algunas dife- 
rencias, siquiera sean formales; en efecto, si examinamos con 
algún detenimiento la dualidad de supuestos, se observará 
que la cuestión presentada no es distinta; siempre nos encon- 
traremos con dos ó más leyes relativas á una relación jurídi- 
ca; pretendiendo todas regularla, excluyendo las contradic- 
torias, el problema estribará en la determinación de la com- 
petente. La diferencia surge si de la esencia pasamos á la 
forma; no es posible afirmar, una vez colocados en este punto 
de vista, que sean iguales las cuestiones que puedan suscitar- 
se porque varían las condicion3s; la colisión entre las dispo- 
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siciones vigentes en un Estado es mucho más fácil de solucio- 
nar, por el mayor número de medios disponibles, que las que 
tienen lugar entre las de Estados soberanos; en éstas concurre 
siempre una dificultad insuperable, cual es el respeto que á 
toda soberanía se debe guardar; los Estados todos tienen mar- 
cados los territorios sobre que ejercen poder exclusivo; se 
interesan á todo trance que por ningún otro se les merme en 
lo más mínimo este derecho indudable con la aplicación de- 
una legislación extraña, legislación que, por otra parte, al es- 
tar influenciada por el medio ambiente en que tomó vida ha- 
bía de ser inadecuada y deficiente al traspasar sus naturales- 
limites. ¡Ojalá que teniendo todos los Estados en cuenta los 
altos principios del derecho y de la justicia abandonasen las- 
miras egoístas que les lleva al exclusivismo más completo en 
orden á admitir dentro de sus demarcaciones la efectividad 
del derecho extranjero; que haciéndose eco fiel del ideal, que 
en nombre de la ciencia proclaman á una sus ilustres culti- 
vadores, convengan en admitir y sancionar como doctrina ge- 
neral ó inconcusa la perfecta comunidad internacional, por 
la que tan magistralmente aboga el eminente Martens! Si por 
fortuna esto se llegara á realizar, los tan complicados con- 
flictos desaparecerían, pues formando la totalidad de nacio- 
nalidades una unidad, acatando todos ellos los mandatos de 
la autoridad que hubiera de constituirse por la voluntad uná- 
nime para dictar la ley que sin consideración á fronteras- 
obligase, claro es que las locuciones, derechos contradicto- 
rios serían utópicas. El porvenir ha de encargarse de realizar 
tamaña labor; mientras tanto, y ateniéndonos al presente, 
para la solución de los conflictos internacionales se tropieza 
con esa dificultad, dificultad que no existe en los interregio- 
nales, y no tiene lugar porque aunque el territorio de un Es- 
tado aparezca fraccionado en lo tocante á su regulación ju- 
rídica, el poder constituido tiene en sí los medios de sobrepo- 
nerse cuando en la práctica puedan encontrarse esas aspira- 
ciones, excluyentes generadoras de conflictos, y dictar al 
propio tiempo las medidas encaminadas á resolverlos del 
modo más acertado, formando de esta manera un verdadero 
derecho interprovincial, que sancionado convenientemente le 
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acompañará en todo caso la misma fuerza coactiva que al 
derecho nacional. 

II 

Expuestas por vía de introducción las consideraciones ge- 
nerales que hemos conceptuado oportunas, entraremos de 
lleno en el análisis de las disposiciones del Código civil que 
al asunto se refieren, deteniéndonos más en esta segunda par- 
te de las tres en que el trabajo se divide, al ser nuestro deseo 
darle un carácter positivo y práctico. 

En los dominios de España coexisten y rigen con fuerza 
obligatoria múltiples y variadas legislaciones, que pueden ser 
clasificadas comprendiéndolas todas en dos grandes grupos ó 
categorías: generales ó aplicables á todo el territorio nacio- 
nal, unas, y particulares, declarativas de los derechos ejerci- 
tables en determinadas regiones, otras, siendo su nota dife- 
rencial el carácter público ó privado que respectivamente 
ostenten. Este estado jurídico especialisimo no es entera- 
mente nuevo en nuestra patria; si registramos la Historia nos 
encontraremos con que siempre, y en mayor ó menor escala, 
han vivido juntas las más opuestas leyes; nunca se consiguió, 
á pesar de los nobles esfuerzos de sabios y esclarecidos Mo- 
narcas, que consagraron sus afanes y actividad toda por con- 
seguir la mayor suma posible de bienes para nuestra nación, 
el realizar la obra gigantesca de la unificación total del dere- 
cho patrio; cuando más se pudo hacer esto del público, no así 
del privado. Y no es de extrañar si investigamos las condi- 
ciones sociales de vida de los pueblos durante épocas más ó 
menos remotas de su historia; por lo que al nuestro se refiere 
hubo un tiempo no muy lejano en que estuvo formado por or- 
ganismos autónomos é independientes; claro es que siendo 
esto asi, una diferente y múltiple regulación de sus derechos 
era consecuencia lógica y necesaria, porque dueños todos y 
cada uno de ellos de su vida, imprimiéndole rumbos y derro- 
teros especiales en la medida de las respectivas necesidades 
sentidas, habían de presentar una fisonomía peculiar y pro- 
pia, reflejada muy principalmente en su derecho, tanto más 
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cuanto que uno, sin duda alguna el más importante de los pri- 
vilegios concedidos á tales agrupaciones, era el de formar la 
ley. Lo que sí es raro es que siguiera y aun hoy continúe el 
mismo estado de cosas, habiendo desaparecido las causas oca- 
sionales del mismo. 

Si aquellos organismos vivieron en la forma antes indica- 
da, cuando la unidad política no estaba consolidada, llegado 
el día en que privados de sus adicionales franquicias, someti- 
dos á una sola autoridad armonizadora y superior, que desde 
aquel momento imponía centralizadoras normas de conducta, 
la fusión completa y radical debió ser el resultado obtenido; 
pues no fué así, y no obstante de que todas las esperanzas se 
cifraron en la publicación de un Código civil que diera el 
golpe de gracia á las legislaciones forales, fundiéndolas en 
un solo cuerpo legal y completando de esta manera la unifi- 
cación tan justamente deseada, publicado el ahora vigente se 
ha visto con verdadero desaliento que todas han resultado 
defraudadas; el derecho de cada una de las regiones, después 
de la promulgación de nuestro Código civil, continuará en 
toda su plenitud. Y es que es necesario convenir que los dere- 
chos civiles son los que se hallan más profundamente arrai- 
gados en las costumbres de los pueblos; un derecho que se 
formó paulatinamente como emanación de la conciencia po- 
pular, que en sus transformaciones sucesivas marchó íntima- 
mente unido, corriendo parejas con las nuevas exigencias que 
la ley de la evolución imponía, que constituye su patrimonio 
social, no puede hacerse desaparecer en un momonto dado 
sin quebrantar gravemente sagrados intereses creados á su 
sombra, sin aniquilar la vida toda del medio en que nació. El 
derecho privado es alma de las sociedades. Pero si el legisla- 
dor, teniendo á la vista tan sólidas razones, no pudo menos 
de desistir de llevar su pensamiento adelante, hubo de ceder 
y conformarse con la continuación de las leyes forales, pre- 
viendo los resultados inmediatos que lógicamente eran de es- 
perar, las complicaciones posteriores que necesariamente se 
producirían; tuvo que preocuparse en determinar un princi- 
pio, una doctrina que sirviera para la más acertada resolu- 
c ón de los conflictos probables. ¿Ha conseguido el legislador 



Digitized by 



Google 



LOS CONFLICTOS IMTKBBEGIOHiXKS 



la realización de sus propósitos? ¿La doctrina encerrada en 
los preceptos del Código civil es suficiente para ello? 

La respuesta á las anteriores interrogaciones constituye el 
fin primordial de nuestro trabajo; procedamos con la debida 
separación de partes. 

Ante todo nos parece racional hacer, siquiera sea de paso, 
una somera exposición de las regiones á las que el Código 
consagra y reconoce su derecho privado como excepción del 
común ó de Castilla, consignando las especialidades que entre 
las mismas se pueden observar. Las regiones en que subsiste 
derecho foral y que conservan en toda su integridad con arre- 
glo al Código, son: Cataluña, Aragón, Baleares, Navarra y 
las Provincias Vascongadas. No en todas ellas encontramos 
una perfecta unidad legal; en las primera, segunda y últimas 
se nos ofrece esta particularidad: en Cataluña puede verse un 
derecho común al lado de otro especial, aplicable el primero 
al territorio catalán, mientras que el segundo sólo lo es á una 
determinada y pequeña comarca. El derecho común de Cata- 
luña se encuentra contenido en el Código de los Usages, Cons- 
tituciones, capítulos de corte y otros derechos del antiguo 
Principado y Condados de Rosellón y Cerdaña; en defecto de 
los anteriores el derecho canónico, y á falta de éste el civil 
romano y la doctrina de los Doctores. El derecho especial 
existe en la forma de costumbres y privilegios observadas en 
algunas poblaciones, como Valles de Aran, Gerona, Bailia, 
Castellón de Ampurías, etc., y como más importantes las que 
forman el célebre Código de las costumbres de Tortosa. 

El derecho de Aragón ofrece también una dualidad, á saber: 
un derecho consuetudinario que rige en la parte de la izquier- 
da del Ebro, Alto Aragón y el de la parte acá del mismo río, 
derecho escrito en fueros. 

En las Provincias Vascongadas se da en mayor escala aún 
este raro fenómeno. En Guipúzcoa se aplica el derecho de 
Castilla, en Álava este último y el de Vizcaya; por consi- 
guiente, la especialidad nos la presenta principalmente el te- 
rritorio vizcaíno, y al llegar á este punto es conveniente que 
conozcamos la distinta consideración que para los efectos le- 
gales tienen las poblaciones del referido territorio; éste se en- 
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cuentra dividido en la tierra llana y tierra infanzonada, ó lo 
que es lo mismo, unas poblaciones se consideran anteiglesia» 
y villas las restantes; en la tierra llana ó anteiglesias está vi- 
gente el fuero de 1526, y la infanzonada ó villas el derecho 
de Castilla, el Código civil; pero no siempre tiene esto lugar, 
sino que en lo referente á bienes poseídos por los habitantes 
de las villas y sitos en la tierra llana, en determinados casos 
tendrán éstos que someterse y ajustarse á las disposiciones 
del fuero. Este precepto será objeto de nuestra consideración 
en su lugar oportuno. 

Y no es esto todo, en Vizcaya tiene lugar mayor anomalía; 
ocurre que á consecuencia de haberse unido villas con ante- 
iglesias rigen confusamente en un mismo Municipio el dere- 
cho común y el fuero, y en ciertas ocasiones en una misma 
calle; tal acontece en las villas de Guernica Luno, Ochan dia- 
no Bilbao y otras. 

Conocidas las especialidades de más realce que en los terri- 
torios de legislación foral hay, y teniendo á la vista las dispo- 
siciones del Código civil, fácil es venir en conocimiento de 
las varias categorías de conñictos que han de presentarse 
cuando individuos de esas regiones del territorio castellano y 
del extranjero entablen relaciones de derecho al tratar de 
hacer efectivos los que á ellos correspondan ó asistan. 

Todas estas situaciones posibles las podemos reunir en los 
cuatro grupos en que las comprende el Sr. Torres Campos 
cuando de esta materia se ocupa en su obra Bases para una 
legislación de extraterritorialidad. Pueden darse en primer 
lugar conflictos internacionales é interregionales á un mismo 
tiempo cuando en una relación jurídica intervengan españo- 
les sometidos á varias leyes de distintas regiones y extran- 
jeros. 

Pueden darse conflictos interprovinciales solamente cuando 
intervengan españoles sometidos á leyes diferentes, bien sea 
á la de Castilla unos y á las forales otros, ya á varias forales. 

Conflictos que pudiéramos llamar provinciales cuando los 
obligados en una relación estén sometidos á la dualidad de 
leyes vigentes en una provincia. Igualmente se da un cuarto 
conflicto, el municipal, cuando en un mismo Municipio! como 
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en Vizcaya ocurre, rijan simultáneamente dos 6 más reglas 
jurídicas sobre el mismo asunto. Con estos antecedentes se 
nos hará más fácil el estudio interpretativo de los preceptos 
del Código civil , en su título preliminar contenidos, al que 
pasamos desde ahora; procuraremos la mayor claridad y con- 
cisión, pues sólo así materia tan complicada puede resultar 
inteligible. 

A nuestro modo de ver el art. 12 del Código, en los términos 
en que se ha expresado, es claro y evidente; según él sus dis- 
posiciones, por lo que al título preliminar se refiere, se aplica- 
rán sin género alguno de excepción lo mismo á Castilla que 
á los territorios de derecho foral, y esto porque dicho título 
determina los efectos de las leyes y las reglas generales para 
su aplicación, principio que más podríamos calificar de polí- 
tico y constitucional que de privado, y la razón es evidente; 
¿qué quiso si no decir el legislador al hablarnos de efectos de 
las leyes y reglas para aplicarlas? Sin duda ninguna que esos 
efectos y reglas están muy por encima del interés particular 
y del privilegio, si pudo haber transigencia en lo relativo 
al derecho privado, pues con ello y en cierto sentido no se 
ocasionaban perjuicios á las provincias en que el Código rige 
en totalidad, si lo había, de no haber declarado obligatorias 
en todo el territorio nacional disposiciones como las que afec- 
tan directamente al orden público; esto es, las penales, de 
policía y de seguridad, y lo mismo que decimos de éstas po- 
dríamos hacerlo de aquellas leyes declarativas, de principios 
tan irrefutables como los de fuerza obligatoria de las mismas, 
su irretroactividad, su vigencia mientras no se deroguen por 
otras, la inexcusabilidad de la ignorancia del derecHo y su 
posible renuncia, etc. 

En este mismo precepto que analizamos se ordena que se- 
rán obligatorias en todas las provincias del reino las disposi- 
ciones del título preliminar en cuanto determinan los efectos 
de los estatutos y las reglas para su aplicación. Esto tampoco 
puede dar lugar á cavilaciones ni comentarios; quiere decir 
que para solucionar los conflictos de que nos ocupamos se 
tendrá necesariamente que acudir á la doctrina que en los 
artículos 9.°, 10 y 11 se sanciona, y que admitida en previ- 
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sión de los internacionales que puedan ocurrir se hace exten- 
siva á aquéllos, aunque no en el contenido absoluto de los ci- 
tados artículos, puesto que el 11 sólo lo será á los interregio- 
nales en su primer párrafo, no en los dos restantes compren- 
sivos, de normas precisas, que el legislador ha dictado para 
atender á aquellos casos en los que se celebren actos jurídi- 
cos y hayan sido autorizados por funcionarios diplomáticos 
y consulares fuera de España, particulares éstos que en nada 
atañen á lo que dentro de la nación se realice. 

Las disposiciones del título preliminar no son las únicas que 
tienen carácter de obligatorias en general, si que también lo 
serán las que en el título cuarto, libro primero figuran. Esto 
ha dado margen á intrincadas polémicas por parte de los 
comentaristas del Código, justificadas por la indeterminación 
con que se ha expresado. El titulo cuarto está dividido en tres 
•capítulos, distribuidos en la siguiente f orna: el capitulo prime- 
ro, que lleva por epígrafe Disposiciones generales, se divide ¿ 
su vez en cinco secciones, que abarcan las siguientes mate- 
rias, respectivamente: de las dos formas de matrimonio, dis- 
posiciones comunes á ambas formas, de la prueba, de los de- 
rechos y obligaciones entre marido y mujer y, por último, de 
los efectos de la nulidad y divorcio. El capítulo segundo está 
dedicado al matrimonio canónico y el tercero al civil; éste 
se divide en cuatro secciones del siguiente modo: capacidad 
de los contrayentes, celebración del matrimonio, nulidad del 
mismo y divorcio. Se discute si el Código se ha referido en su 
declaración á todo aquello que no pugne ni contravenga lo 
establecido en cada una de las legislaciones torales, decidién- 
dose algunos por la afirmativa, fundándose en que si de otro 
modo fuera existiría una contradicción palmaria, pues no otra 
cosa quiere decir el que por una parte se reconozca la subsis- 
tencia de aquéllas en toda su integridad y por otra se lleven 
¿ término restricciones en lo que constituye su creencia; en 
sentir de los que tal sostienen, serán de aplicación general las 
disposiciones todas del mencionado título, quedando excep- 
tuadas las de la sección cuarta, ó sea todo lo referente á de- 
rechos y obligaciones entre marido y mujer; sólo de este 
modo tendrá debido cumplimiento el pensamiento del legisla- 
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dor y se evitarán muchos inconvenientes que seguramente 
tendrían lugar entre otras materias con la de capacidad del 
marido para administrar bienes del matrimonio, pues al pasa 
que por derecho común no podía hacerlo hasta la edad de 
diez y ocho años y aun hasta los veinte con ciertas limitacio- 
nes, en Aragón, por ejemplo, está plenamente capacitado 
para ello desde los catorce. 

Nosotros creemos que es forzoso distinguir entre la inter- 
pretación y la crítica; si á la interpretación se atiende, el 
precepto que estudiamos es terminante; en él se manifiesta la 
intención ó propósito de sus redactores sin ambages ni nebulo- 
sidades; su deseo no es otro que el Código, en orden á matri- 
monios, sea de aplicación general por razones análogas á las- 
emitidas cuando de los primeros artículos nos ocupábamos, 
porque la institución matrimonial es en sus dos formas emi- 
nentemente pública, y por ende el Estado no deberá perma- 
necer indiferente respecto á ella, sino que ha de regularla en 
toda su extensión y alcance, pues así lo reclama el interés ge- 
neral. ¿Que en el Código existe antinomia legal? Lo negamos, 
rotundamente; los que tal afirman olvidan que la consagra- 
ción del derecho foral se efectúa en el párrafo segundo del ar- 
tículo 12, después, por tanto, de preceptuar en el primero lo 
arriba indicado; sobre todo, y .esto no -admite réplica, dicho 
párrafo segundo comienza diciendo: «En lo demás » 

Otra cosa es que se haga del Código objeto de censura por 
su falta de consecuencia con el espíritu que le informa coa 
la ley de bases de 11 de Mayo de 1888, que en su art. 5.° dice 
lo siguiente: «También serán obligatorias para todas las pro- 
vincias del reino las disposiciones que se dicten para el des- 
arrollo de la base tercera, relativa á las formas de matrimo- 
nio», y, finalmente, con el art. 1.° de la ley de autorización 
para promulgar como provisional la de matrimonio civil, en 
la que se respetaba la integridad del derecho foral en los par- 
ticulares de que tratamos al decir «sin perjuicio de lo que se 
dispone por el derecho foral vigente respecto á los efectos ci- 
viles del matrimonio en cuanto á las personas y bienes de loa 
cónyuges sus descendientes». 

Foco hemos de añadir al párrafo segundo del art. 12; su 
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perfecta y clara redacción nos impide el penetrar en interio- 
ridades contraproducentes á pesar de que algún tratadista 
crea encontrar en él motivo de aparatosa discusión , obscure- 
ciendo de esta suerte lo que nuestra inteligencia alcanza lo 
bastante á comprender sin grandes derroches de ingenio. 

No quiere esto decir que sea escasa su importancia para 
hacer del mismo detenidas consideraciones; muy al contrario, 
por su contenido es grande la que reviste, ya que entraña en 
sus prescripciones la decisión definitiva del asunto magno en 
que todo el pueblo español era parte vivamente interesada, 
ai bien el resultado no correspondió con las esperanzas y de- 
seos acariciados durante algún tiempo. Ya lo hemos dicho 
con antelación, quedará subsistente el derecho f oral de aque- 
llas provincias que lo conserven, sin que la publicación del 
Código merme el escrito en sus fueros ni el que en forma de 
usos y costumbres exista, teniendo aquél aplicación única- 
mente en defecto del derecho que por las leyes especiales de 
aquellos territorios sea considerado supletorio, es decir, su- 
plirá al que á su vez ha de suplir las deficiencias y silencio 
del derecho escrito y consuetudinario. Dedúcese de lo dicho 
que aquí se ha querido conceder al Código una fuerza y auto- 
ridad casi ilusorias, por ser muy difícil se presente un caso 
cuya regulación al mismo corresponda. 

Debemos además indicar que en el párrafo que analizamos 
no se hace mención genérica del derecho foral; se especifica 
al decir «tanto escrito como consuetudinario»; estas palabras 
se añadieron en la edición oficial reformada, no para dar un 
sentido distinto del que antes tuviera; se hizo para dar una 
satisfacción á los deseos y para desvanecer las inquietudes 
de los representantes de los territorios forales que temieron 
se les aplicara el sentido restrictivo que el Código en sus ar- 
tículos 6.° y 6.° manifiesta acerca de la costumbre contra 
ley, toda vez que éstos forman parte del título preliminar 
declarado obligatorio en todas las provincias del Reino y 
dada la importancia que aquélla tiene como fuente del dere- 
cho en los referidos territorios. No hemos de detenernos en 
verdaderas nimiedades como la de que la frase «por ahora» 
que en el artículo se contiene sea más ó menos apropiada 6 
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una correcta dicción legislativa; sólo veremos en ella el pro- 
pósito de formar proyectos aislados para codificar el derecho 
foral de una manera parcial, propósito que podemos conocer 
consultando los artículos 5.°, 6.° y 7.° de la ya varias veces 
citada ley de bases, de entre los que el 6.° establece que el 
-Gobierno, oyendo á la Comisión de Códigos, presentará á las 
Cortes en uno ó varios proyectos de ley los apéndices al Có- 
digo civil en los que se solucione la parte de las legislaciones 
iorales que conviene conservar en cada una de las provincias 
en que hoy existen. 

Una excepción á lo dispuesto en el art. 12 se marca en el 
siguiente determinante del alcance que el Código ha de tener 
-en Aragón é islas Baleares, en que empezará á regir al mismo 
tiempo que en las provincias no aforadas en todo lo que no se 
oponga á aquellas de sus disposiciones forales ó consuetudi- 
narias que actualmente estuvieran vigentes. Especialidad es 
esta á nuestro juicio inexplicable y que acusa reprochable in- 
consecuencia en la conducta por los redactores del Código 
observada. Se lleva al terreno práctico una desigualdad no 
justificada por razones de entidad y no lo son las alegadas en 
concepto de pruebas de descargo; la benévola actitud de los 
representantes de estas regiones forales ante el proyecto de 
Código civil y el tener principalmente los de Ar¿igón más 
adelantados los trabajos para la formación del apéndice co- 
rrespondiente, no son ni pueden ser motivos suficientes para 
-que dejara de ser realizado de manera extensiva y absoluta 
el criterio igualitario que en empresa tan delicada y peligrosa 
se imponía. De esta lesiva y no menos inconveniente labor se 
aprovechan los partidarios del regionalismo, que como arma 
poderosa esgrimen dirigiendo contra los redactores del Códi- 
go dura crítica al no haber tenido por igualmente sagrados y 
respetables los derechos de unas y otras regiones; se premia 
la condescendencia de los unos con cercenar un régimen jurí- 
dico tradicional y se condena la irritante oposición é intran- 
sigencia de los otros, muy especialmente de los de Cataluña, 
con el respeto absoluto y total del suyo. E3to, como decimos, 
nunca debió llevarse á cumplido término, pues con ello más 
-que nada se pone de relieve que aun nos encontramos en épo- 
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ca de privilegios, que si en todo orden de cosas son odiosos y 
antijurídicos generalmente mucho más en el caso debatido; 
de este modo y con tal proceder se arrojan semillas que han 
de producir como naturales frutos las ideas y teorías separa- 
tistas que no se han dejado esperar mucho y que hoy se en- 
cuentran sobre el tapete, constituyendo objeto de seria pre- 
ocupación por parte del poder público. 

El art. 14 es para nosotros, y por la intima relación que con 
el tema guarda, punto que exige una más atenta y reflexiva 
interpretación, habida consideración á que suministra bases. 
y criterios adaptables á los conflictos interregionales. El su- 
pradicho artículo dice lo que sigue: «Conforme á lo dispuesto 
en el art. 12 lo establecido en los artículos 9.°, 10 y 11, res- 
pecto á las personas, los actos y los bienes de los españoles 
en el extranjero y de los extranjeros en España, es aplicable 
á las personas, actos y bienes de los españoles en territorios 
ó provincias de diferente legislación civil.» El artículo que 
en nuestro vigente Código aparece con el núm. 9.° concuer- 
da con el párrafo tercero del Código francés, con el sexto de 
las disposiciones italianas y con el séptimo del proyecto de 
Código español de 1851, preceptúa que «las leyes relativas á 
los derechos y deberes de familia, ó al estado, condición y 
capacidad legal de las personas, obligan á los españoles aun- 
que residan en el extranjero». 

Por consiguiente, si con arreglo al anterior articulo todas 
las leyes que á la persona han de referirse le acompañarán, ó 
por mejor decir, regularán las relaciones que contraigan los 
nacionales en el extranjero, con arreglo al 14 serán de apli- 
cación tales principios cuando dichas relaciones se celebren 
por los mismos nacionales dentro del territorio español. Claro 
es que el estatuto personal es el procedente cuando los indi- 
viduos extiendan su personalidad á lugares que no sean los 
de bu origen y que para los efectos jurídicos constituyen una 
como nacionalidad. Estas leyes que acompañan á la persona 
en cualquiera parte que ella se encuentra y que á ella van 
inmediatamente unidas de modo inseparable, son las que se 
refieren á las relaciones de familia, ó lo que es lo mismo, las 
paterno-filiales, matrimoniales, tutelares, etc.; rigen la situa- 
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ción jurídica del individuo, su estado y capacidad, entendién* 
dose por estado el conjunto de cualidades que forman una 
individualidad jurídica; tendrán esta consideración los que 
determinan la cualidad de hijo legítimo ó ilegítimo, de mayor 
6 menor, de casado, viudo, etc. 

La capacidad es, como tenemos sabido, la actitud de la 
persona en virtud á la que puede ser sujeto de derechos y 
obligaciones. Pero la ley personal, dicha así en abstracto, no 
nos da á entender más de ser una ley que abarque los diver- 
sos estados jurídicos en que las personas puedan encontrarse; 
¿cuáles sean esas personas? 

Ya es forzoso que establezcamos ciertas bases con arreglo 
á las que podamos hacer esa determinación precisa para fijar 
la esfera de extensión de la ley personal; en pocas palabras y 
para concretar: la ley personal puede determinarse por dos 
medios diferentes, por la nacionalidad ó por el domicilio de 
las personas. No es nuestro propósito abordar la tan conocida 
polémica con ardor sostenida por los tratadistas de derecho 
internacional para deducir las ventajas é inconvenientes de 
ambos medios de determinación de la ley personal; única- 
mente hacemos mención del alcance de una y otro y de la 
misión que estos dos puntos de vista deben cumplir en el 
campo del derecho. 

Adoptada la nacionalidad ya se sabe con fijeza cuál sea la 
legislación aplicable; en los particulares que quedan expues- 
tos: un español, por ejemplo, en Italia quedará y continuará 
sujeto á su ley nacional; su capacidad para la celebración 
de actos será la exigida por el Código civil; esto es, general- 
mente á la edad de veintitrés años, y suscitada cuestión ante 
los tribunales, habrán éstos de tenerla presente para deducir 
de ella la validez de los actos, y lo mismo que decimos del 
espafiol en Italia lo podríamos decir del italiano en España. 
La determinación por el domicilio varía esencialmente, pues- 
to que, partiendo de este criterio, la competencia del derecho 
aplicable no habrá que derivarse de ese vínculo permanente 
y fijo que liga á los individuos con los pueblos de que proce- 
den ó á que pertenecen por naturaleza, sino que será susti* 
tuido por otro artificial, digámoslo así, pasajero, accidental, 

2 
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quizá de momento. La ley aplicable desde este punto de vista 
será la que á la sazón imperase en el lugar en donde tuvo su 
domicilio último la persona de cuya relación se trate; ahora 
bien, ¿cuál de entre ambos criterios ha sido escogitado por el 
Código? No es difícil averiguarlo si en sus preceptos nos hemos 
fijado; ya lo hemos dicho, la ley personal acompañará á los 
españoles en el extranjero y, por ende, la ley personal está 
determinada entre nosotros por la nacionalidad. 

Lo dicho es, por supuesto, refiriéndonos á la doctrina gene- 
ral del Código para resolver los conflictos, por la pugna que 
ofrecerse puede de sus disposiciones y de las extranjeras; 
varia la especie en cuanto á las cuestiones que en España se 
planteen. Claro es que bajo el segundo supuesto no podemos 
hablar de nacionalidad, pues todos cuantos habitan el territo- 
rio nacional con las condiciones preestablecidas la tienen: na- 
varros, aragoneses, catalanes, mallorquines, vascongados y 
castellanos; hay, pues, que usar de un nominalismo diferen- 
te que en los conflictos de derecho internacional; la ley per- 
sonal se determinará por la distinta procedencia de las per- 
sonas dependientes de las leyes forales, y común, en suma, el 
origen sustituyendo á la nacionalidad como principios equi- 
valentes. Sin embargo, una aclaración se hace imprescindi- 
ble; ambas nociones, nacionalidad y origen, no sorf idénticas; 
el origen representa un concepto más extenso y amplio que 
el de nacionalidad, y tanto puede referirse á la nación como 
á la provincia ó al municipio. Por otra parte, puede tenerse 
nacionalidad, tomando esta palabra en su sentido usual y co- 
rriente, en un punto y, sin embargo, no ser la persona origi- 
naria de él, aunque, y con todo, es lo más frecuente que la 
nacionalidad y el origen vayan juntos. En el sentido usual, 
la nacionalidad expresa una relación política y el origen una 
relación natural, siendo preciso apreciar esta desigualdad en 
la índole de cada una. 

Al hablar de ley de origen en los conflictos interregionales 
se hace con referencia á la legislación particular que al nacer 
impera sobre una persona por alguna de las múltiples circuns- 
tancias que pueden ocasionarlo haber nacido en aquel lugar, 
el tener naturaleza en él los padres, etc. Profundizando ipás 
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-en esto del origen bien podemos venir en conocimiento de 
cierta dualidad de conceptos en cuanto á la subordinación de 
una persona á legislación determinada, es decir, que si por el 
hecho del nacimiento se determina la condición de los indivi- 
duos y su dependencia á la ley del lugar en que tuvo efecto, 
observamos idéntico resultado por la concurrencia de estos 
hechos que no son naturales, como aquel del nacimiento, sino 
legales; más claro, al decir el Código en su art. 15 que el hijo 
no emancipado seguirá la condición de su padre y en su de- 
fecto la de su madre, y la mujer la del marido, y esto en todo 
^aso crea una forma de determinación de origen, en muchos 
casos antagónica con la primera, en lo que á las condiciones 
atribuidas por ella se refiere y para los efectos jurídicos que 
deban producirse. 

El criterio del Código al aceptar el principio del origen 
como determinador de la ley personal se separa del espíritu 
que informa la legislación de otros países en los que, también 
«al igual de España, se dan conflictos interiores; tal sucede en 
Suiza, Alemania, Inglaterra, Argelia, Estados Unidos y otros; 
pero limitémosnos á la primera, teniendo presente que su le- 
gislación algo se aproxima á la española. 

El territorio de la República Suiza se encuentra dividido en 
cantones, rigiendo en ellos diferentes leyes civiles , pues á 
más de las federales los cantones tienen las suyas particulares 
y en algunos de ellos existen dos. 

Sin grandes dificultades nos haremos cargo de las colisio- 
nes posibles entre algunas ó todas ellas, según los casos, y de 
la necesidad de atender de alguna manera á su solución para 
cuyo fin se adoptaron diversos medios, ya celebrando acuer- 
dos unos cantones con otros, ya determinando cada cual de 
antemano una ley fija; pero estas tentativas fueron vanas y 
estériles, de nada sirvieron, los conflictos seguían en pie; en 
vista de esto se pensó en la publicación de una ley federal y 
si efecto se presentaron sucesivamente desde el año 1862 va- 
rios proyectos que no fueron aprobados por inspirarse en teo- 
rías absolutas; debemos consignar aquí que la Constitución 
de 1874, en su art. 46, disponía que «las personas estableci- 
das en Suiza están sometidas como regla á la legislación y k 
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la jurisdicción del lugar de su domicilio en lo que concierne 
á las relaciones de derecho civil». Por fin, en el año de 1891 
se aprobó por el Consejo de los Estados, por el Nacional y por 
el Federal, el tercero de los presentados y se promulgó en 19 
de Agosto del mismo año, comenzando á regir desde el 1.° de 
Julio de 1892. Consta de cuatro títulos, con esta distribución 
de materias: el primero se ocupa de las relaciones civiles de 
los subditos de Suiza; el segundo, de las relaciones de los sui- 
zos en el extranjero; el tercero, de las relaciones de derecha 
civil de los extranjeros en Suiza, y el cuarto, contiene las 
disposiciones transitorias. Lo importante para nosotros es de- 
ducir el principio sobre que so encuentra basado dicho cuer- 
po legal, puesto en parangón con nuestro Código civil. En pri- 
mer lugar media entre ellcs una diferencia en la limitación 
del Código suizo con relación al español; del contenido del tí- 
tulo primero se desprende no tener aplicación más que á las 
materias ú órdenes del derecho familiar, capacidad, estado 
civil, condición, tutela, etc.; pero nada se dispone acerca de 
bienes ni de las formalidades de los actos jurídicos; es preci- 
so que tengamos presente que muchos asuntos de estos están 
regulados por códigos especiales, no habiendo ni dándose con- 
flictos por la regulación uniforme de los mismos. La principal 
diferencia, la fundamental, consiste en el criterio admitido 
como conciliador de las discordias legales; conocido en el que 
se inspira el nuestro veamos el suizo; este último lo está en 
un criterio de transacción entre el origen y el domicilio, aun- 
que con notorio predominio del segundo; si consultamos el ar- 
tículo primero llegaremos á saber que es aplicable el derecho 
de un cantón sobre las personas, las familias y la sucesión á 
todos los suizos establecidos ó residentes en él originarios de 
otros cantones. La ley reglamenta minuciosamente, como el 
sistema lo requiere, todo lo relativo á domicilio, considerando 
tal el lugar donde la persona reside con ánimo de permanecer 
allí; una vez fijado el domicilio de una persona continúa para 
los efectos legales hasta que adquiera otro. Se prevé también 
el caso fácil de que un individuo tenga varios domicilios, es- 
tándose al último que haya tenido, y si nunca hubiese estado 
domiciliado en uno de los cantones, aquél en el que él ó sus 
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descendientes han adquirido en último lugar el derecho de 
ciudadanía. El art. 4.° del Código suizo concuerda con el 15 
del nuestro en su penúltimo párrafo, pero debiendo advertir- 
se que mientras el primero lo que dispone es partiendo como 
base del domicilio, el segundo lo hace tomando como norma 
directora el origen; comprobaremos lo dicho con los textos 
legales referidos; el art. 4.° suizo ordena que el domicilio de 
la mujer casada es el del marido, el de los hijos sometidos á 
la patria potestad es el de la persona que ejerce esta potestad 
(el padre ó en su defecto la madre) y el dejas personas á tu- 
tela sometidas el de la residencia de la autoridad tutelar. 
Como se nota, la concordancia dista mucho de ser perfecta, es 
sólo en parte y bajo supuestos desiguales; nuestro Código nada 
dice respecto á esas personas sometidas á tutela, á pesar de 
que debió hacerlo, pues orden de tanta trascendencia origi- 
nario frecuentemente de relaciones importantes no debió que- 
dar en tan injustificable olvido. 

La ley suiza provee á alguna3 formalidades de determina- 
dos actos; en los pactos sucesorios entre desposados se obser- 
varán las disposiciones vigentes en el primer domicilio con- 
yugal; los demás pactos sucesorios la que lo sea en el lugar 
del domicilio que se tenga al celebrarse. Los actos de última 
voluntad se regirán en su forma por la ley del domicilio que 
se tenga al celebrarse el acto ó por la del último domicilio del 
testador, á elección suya. 

Será jurisdicción competente para conocer de todas las 
cuestiones que se promuevan al ejercitar los derechos some- 
tidos á la ley de origen y del domicilio la del último domici- 
lio que se tenga. 

El régimen de los bienes lo determina el Código diferen- 
ciándolos en muebles é inmuebles; para los primeros regirá 
la ley de la persona según el antiguo principio mobilia perso- 
nam sequuntur, y los segundos lo serán por la del lugar en que 
se encuentren enclavados. El Código se aparta de lo que la 
moderna doctrina tiene establecido, á saber: unos y otros bajo 
una sola ley, la lex situs, principio racional que está de acuer- 
do con las exigencias de la ciencia y de la práctica misma, 
hay que no olvidar el aforismo que aconseja distinguir de 
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tiempos si se quiere la concordancia del derecho, por lo que si 
razones de cierta índole aconsejaron en los tiempos medios el 
que la propiedad mueble consistente en objetos que sin dificul- 
tades podrían ser transportados; si los poderes públicos de 
aquellos tiempos, celosos por su poderío, no consideraron 
como objeto de su cuidado é intervención más que á los bie- 
nes de naturaleza inmueble que acumulados en porciones de 
importancia por los hombres y corporaciones eclesiásticas* 
podían crear graves complicaciones al ejercicio de la activi- 
dad pública, los sujetaron á la lex rei sitce, mientras que los 
muebles, por su índole misma, no se vio en ellos motivo de 
recelo alguno, sino que eran mirados y tenidos como conti- 
nuación de la persona, como mero accidente suyo fueron re- 
gulados por la ley del propietario, hoy las cosas han cambia- 
do radicalmente, los términos se han invertido y el afán 
constante estriba en reunir la mayor cantidad posible de 
propiedad mobiliaria. Consecuentes los Códigos de la mayor 
parte de las naciones con este resultado de la moderna civi- 
lización, la propiedad, sin distingos, cae bajo la acción de la 
ley real. 

Dicho esto, ¿cuál será la finalidad que ha de cumplir esta 
disposición del Código refef ente á los bienes en los conflictos 
interregionales? No es difícil la contestación: el estatuto real 
regirá la situación jurídica de los bienes, los derechos y obli- 
gaciones que pueden recaer sobre los mismos y los modos de 
adquirirlo3 y perderlos. Por tanto, así como al hablar del es- 
tatuto personal decíamos que á los individuos todo aquella 
que á su estado, condición, capacidad, etc., se refiere, le se- 
guía y con arreglo á él habían de fijarse los efectos de Ios- 
actos que celebrasen, el estatuto real tanto quiere decir como 
que será forzoso estar y pasar por el régimen que para los 
bienes inmuebles se establezca en la legislación del lugar en 
que estén sitos; un castellano, por ejemplo, que desea adqui- 
rir ó ejercer un derecho real sobre cosa inmueble en territo- 
rio de Cataluña situada, se somete voluntariamente por esta 
relación al derecho vigente en Cataluña sobre modos de ad- 
quirir servidumbres, prescripciones, censos, posesión y todos 
los demás extremos ó particulares á ellos referentes. La dis- 
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posición no habrá de entenderse de modo absoluto, no siem- 
pre ni en todo caso se han de aplicar á los bienes raíces las 
leyes de su respectiva situación, que, particulares al fin, de- 
bían quedar supeditadas á aquellas que el legislador español 
asigna un carácter de generalidad y de obligatoria observan- 
cia para todas las personas y territorios nacionales y que al 
propio tiempo reglamentan el derecho de propiedad y sus 
modificaciones. 

Otra excepción de no menos entidad se ha señalado al prin- 
cipio general, que constituye una moderna conquista del de- 
recho internacional privado, con la que se ha conseguido el 
benéfico y plausible resultado de cortar de raíz una serie in- 
terminable de cuestiones con los perjuicios consiguientes; me- 
rece el Código los plácemes más lisonjeros imitando la con- 
ducta seguida por el legislador italiano á quien se debe la 
oportuna innovación que rompe con el criterio por todas las 
legislaciones de todos los pueblos sancionado hasta entonces. 
El triunfo de la ciencia se puede encerrar en pocas palabras: 
«en materia sucesoria cesará el principio territorial y cederá 
su puesto al personal». El Código italiano, en su art. 8.°, y el 
de España, en el 10, párrafo segundo, disponen que «las suce- 
siones legítimas y testamentarias, así respecto al orden de 
suceder como á la cuantía de los derechos sucesorios y á la 
validez intrínseca de sus disposiciones, se regularán por la 
ley nacional de la persona de cuya sucesión se trate, cuales- 
quiera que sean la naturaleza de los bienes y el país en que 
se encuentren» . 

Con este precepto se cierra la puerta á numerosos y tras- 
tornadores conflictos; consideremos, si no, el caso fácil de un 
testador que tuviera bienes en diferentes provincias de dere- 
cho foral y que sus herederos fueran originarios de otras re- 
giones distintas de aquellas en donde los bienes estuviesen 
situados; con el principio de la territorialidad había necesidad 
de aceptar, para la fijación de los puntos que el art. 10 men- 
ciona, á todas y cada una de las leyes que á la época de la 
sucesión estuviesen vigentes; pero sucedería que al paso que 
unas conceden al testador el derecho de la libre disposición 
de bienes, otras le limitan esta facultad y le obligan á que 
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no prive á sus descendientes ó herederos forzosos de la por- 
ción legítima, porción que por otra ley podía ser mayor ó 
menor. ¿Cómo conciliar todos estos antagonismos que son in- 
conciliables? De ninguna manera sin causar notables perjui- 
cios de diversas especies; no hay modo de hacerlo, y si el 
testador quería á todo trance evitar litigios, si deseaba que 
su voluntad fuese cumplida, no le quedaba otro recurso que 
someterse al particular dominio jurídico de los territorios en 
que la sucesión tuviera lugar, tantas sucesiones, pues, cuan- 
tos fuesen los territorios. 

Hoy todo esto ha desaparecido, al testador se le reintegra 
de su libertad relativa; en estos momentos solemnes el prin- 
cipio de unidad necesaria borra antiguas é irracionales limi- 
taciones una vez elevado á la categoría de precepto legal; la 
cuestión, al presente, se ofrece despojada de dificultades: el 
testador podrá disponer de sus bienes con arreglo á la ley de 
origen, sin tener en cuenta las de la situación de los inmue- 
bles. Se ha llegado á esta situación partiendo de considera- 
ciones razonables; pues qué, ¿no está el patrimonio unido á 
la persona de un modo inseparable? ¿Acaso es este patrimonio 
cosa distinta de la personalidad del poseedor en sus relacio- 
nes con los objetos del mundo exterior? Pues si esto es así, 
lógico será establecer que la persona y no el territorio sea la 
determinante de las condiciones todas de la transmisión. El 
patrimonio, considerado como universalidad jurídica inde- 
pendiente de los bienes que le componen, constituye, al decir 
de Demolombe, un todo puramente ideal que no tiene situa- 
ción y que no se concebiría á no ser por el vínculo de derecho 
entre aquellos y la persona poseedora. 

No bien el legislador termina de dictar el precepto estudiar 
do, cuando á continuación, en el párrafo 3.° del art. 10, lo 
restringe en su aplicación sólo al territorio español, sin haber, 
á nuestro juicio, motivo alguno que disculpe tal proceder. 

Dando el Tribunal Supremo aplicación á la ley quince, títu- 
lo segundo del fuero de Vizcaya de 1626 W (ley que fué trascri- 



(1) Esta ley dispone que «los vizcaínos, aunque residan en las villas, seguirán sometidos 
en cuanto á los bienes que posean en la tierra llana á las disposiciones del fuero vizcaíno». 
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ta al Código en el lugar que ahora estudiamos, es decir, pá- 
rrafo tercero del art. 10), en sentencia de 8 de Junio de 1874, 
resulta: que tratándose de una finca situada en el sefiorío 
de Vizcaya y sujeta, por consiguiente, á las leyes de la tie- 
rra, no puede el testador, cualquiera que sea su naturaleza y 
domicilio, disponer de ella sino con sujeción á las leyes del 
país en que radica. Ya en el comienzo de la segunda parte 
dejamos expuesto lo concerniente á la desigual condición que 
para los efectos legales se atribuye á las poblaciones de Viz- 
caya, como también al régimen doble de derecho existente en 
ellas; pasando en este lugar á interpretar el precepto, lo pri- 
mero que se nos oculta es la razón de por qué se ha colocado 
en el Código; ciertamente que la inoportunidad es notoria; si 
ya el fuero declaró sometidos á él los bienes inmuebles sitos 
en la tierra llana, aunque pertenecientes á vizcaínos habitan- 
tes de villas ó anteiglesias, ¿por qué de una manera arbitra- 
ria, innecesaria y caprichosa se reproduce por transcripción 
este antiguo ordenamiento? No creemos que con ello se persi- 
guiese ninguna finalidad ni resultado práctico; en cambio el 
método es descuidado hasta tal punto que se confunden órde- 
nes enteramente distintos, disposiciones de derecho interna- 
cional y de derecho interprovincial. Expondremos con la po- 
sible claridad lo que del texto de la ley se desprende, lo que 
se ha querido ordenar. Se pueden admitir tres diferentes su- 
puestos: consideremos primero una relación entre un vizcaí- 
no habitante de la tierra llana con un bien inmueble sito en 
la misma; ¿qué debemos pensar de esto? Que la dificultad no 
se ofrece en el caso propuesto; persona y cosa tienen la mis- 
ma condición civil; lo mismo para actos intervivos que para 
los mortis causa el vizcaíno tendrá que sujetarse á las dispo- 
siciones del fuero. Puede suceder también que la relación se 
establezca entre un vizcaíno de los sometidos al derecho de 
Castilla, habitante de las villas, y una cosa inmueble de la 
tierra llana; ¿qué sucede en esta hipótesis? Aquí del texto de 
la ley, su letra encaja perfectamente en la relación conside- 
rada para regularla, pues sucede que aunque la cosa y su pro- 
pietario no tienen esa igual condición civil, para actos inter- 
vivos habrá de sujetarse éste desde luego á la ley del fuero 
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de conformidad con el principio que informa al Código en 
materia de inmuebles, esto es, la regla general; pero, además, 
si de actos mortis causa se trata quedará sujeto á la misma ley 
del propio fuero, de aquí la excepción. Puede tener lugar una 
tercera relación entre una persona originaria de las otras 
provincias y una cosa de la misma naturaleza y que radique 
en el señorío de tierra llana; si al Código, á su letra nos ate- 
nemos, á estas personas que no son vizcaínas será aplicable 
en actos intervivos también las prescripciones del fuero, no 
así en los por causa de muerte, que se regirán por el princi- 
pio de unidad de sucesión. Si esto se desprende directamente 
de la simple lectura del artículo, tendremos imperiosamente 
que pensar cosa distinta si su examen fundamental practica- 
mos, si de la letra pasamos al espíritu. El deseo del legislador 
no f ué otro que articular una excepción al precepto diez, pá- 
rrafo segundo, cuando los bienes de que el testador dispone 
se encuentren radicando en la tierra llana de Vizcaya, limi- 
tació n impuesta no sólo á los habitantes de villas, sino que 
también á todos los restantes españoles; bien que esto ha de- 
bido expresarse en términos que no dejen lugar á dudas ni á 
interpretaciones torcidas y contradictorias; ha debido darse 
al párrafo otra redacción, de la que claramente se desprenda 
que el tantas veces citado principio de unidad sucesoria no se 
exten derá á los bienes raíces sitos en la tierra llana de Vizca- 
ya, á los que deberán aplicarse las disposiciones en el terri- 
torio vigentes. Esta especialidad encuentra su fundamento en 
el hecho de ser los vizcaínos los únicos que no aceptan la apli- 
cación de leyes extrañas dentro de su territorio en orden á 
sucesiones. 

Nos convenceremos aún más de la interpretación que que- 
da hecha después de consultar lo que en su Memoria sobre las 
insti tuciones que debieran quedar vigentes en las Provincias 
Vasc ongadas nos dice el Sr. Lecanda cuando de Vizcaya se 
ocupa; considera el autor citado de importancia indudable 
las leyes quince, diez y seis y diez y ocho del título veinte 
del fuero. 

Los bienes raíces existentes en el señorío de la tierra llana 
deben regirse por las disposiciones del fuero, aun cuando sus 
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dueños sean extraños á dicha tierra, pero ha de entenderse, 
según lo declara la ley quince, que lo en ella prescrito se re- 
fiere á la forma, modo y facultad de disponer de los indicados 
bienes en vida ó en muerte. 

El estatuto formal, locus regit actum, es el que en el art. 11, 
párrafo primero, para nuestro objeto está contenido, para con 
arreglo á él saber la ley reguladora de las formas y solemni- 
dades externas de los contratos, testamentos y demás instru- 
mentos públicos, que será la del lugar en que se otorguen. El 
Código sólo hace mención de las formas externas, puesto que 
las internas dependen de la ley personal, la capacidad de los 
otorgantes. Este principio, al igual que el de los bienes, no es 
absoluto tampoco; no siempre en todas las regiones tendrán 
fuerza de obligar sus respectivas leyes en cuanto á las formas 
de que los actos deben revestirse ó rodearse; razones de inte- 
rés general análogas á las ya aducidas aconsejan que unos 
mismos preceptos sean obligatorios en todas las provincias 
del reino; tal acontece con la legislación notarial, la ley Hi- 
potecaria en lo que de formal tenga, la de Registro civil, que 
son de ineludible cumplimiento en los territorios de derecho 
f oral, quedando en realidad reducido el estatuto formal en lo 
foral á la especialidad de solemnidades para el otorgamiento 
de disposiciones por causa de muerte ó á los requisitos parti- 
culares de algún contrato. Terminado el muy ligero examen 
del art. 11, sobre el que insistimos más por ser lo que dispone 
de relativa sencillez y poco dable á colisiones, y terminare- 
mos la segunda parte (que se hace más extensa de lo que pen- 
sábamos) con el art. 15. 

Es el art. 15 de los de mayor importancia en el orden jurí- 
dico interregional. De sobra conocemos la reforma que se 
operó en el vigente Código sobre su primitiva redacción á 
consecuencia de la protesta imánime que se levantó en las 
regiones por considerar profundamente lesionado su régimen 
jurídico, en parte tan interesante como la del establecimiento 
de la dependencia de los individuos á las legislaciones de que 
son originarios y á los cambios de su condición civil por la 
variación de aquéllas y sumisión á otras que primitivamente 
les fueron extrañas, movimiento de opinión que encontramos 
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perfectamente reflejado en el folleto que con el título de El 
derecho regional, según el art. 15 del Código civil, publicó en 
Barcelona el docto Catedrático de aquella Universidad don 
Juan de Dios Trías, habiendo sido además este asunto objeto 
de preferente atención en el Congreso jurídico de Barcelona 
celebrado en el 1888, tema segundo. ¿Qué reglas debieran 
admitirse por los Estados para unificar los efectos de la diver- 
sidad originaria de nacionalidad y de domicilio y de su cam- 
bio en el orden jurídico de la familia y de la sucesión? 

Resultado de todo fué que consideradas justas y atendibles 
las peticiones que se hicieron, acordóse la reforma, y el ar- 
tículo 15 sufrió una radical transformación y algunas adicio- 
nes, siendo este el triunfo más señalado que los fueristas con- 
siguieron en la discusión parlamentaria del Código, ya que 
por él las legislaciones forales reciben una nueva confirma- 
ción, concediéndolas igual importancia, en su totalidad de 
unidades legislativas, que á la de Castilla. 

Para confirmar nuestras apreciaciones veamos el art. 15 
antes y después de la reforma. La redacción primera es como 
sigue: «Los derechos y deberes de familia, los relativos al es- 
tado, condición y capacidad legal de las personas y los de 
sucesión testada ó intestada declarados en el Código, son 
aplicable?: 1.° A las personas nacidas en provincias ó terri- 
torios de derecho común. — 2.° A los hijos de padre ó madre 
que tengan la precedente condición, aunque hubieran nacido 
en provincias ó territorios donde subsista el derecho foral. — 
3.° A los que procediendo de provincias ó territorios forales 
hubieren ganado vecindad en otros sujetos al derecho común. 
En este caso la mujer seguirá la condición del marido y los 
hijos la de sus padres.» Y nada más contenía. Existen entre . 
el primitivo artículo y el hoy vigente algunas diferencias 
esenciales: al paso que en el primero, como hemos visto, se 
adoptaba un criterio absoluto idéntico al adoptado en el ar- 
tículo 1.° de la Constitución para determinar quiénes queda- 
ban sujetos á las disposiciones del Código en las materias ya 
estudiadas, en el segundo, reformado, se imponen limitaciones 
á este principio, al tenor de que en el supuesto por él admiti- 
do de que los padres estuvieran sometidos al derecho foral, 
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será requisito indispensable para que la dependencia de aqué- 
llos tenga lugar, que éstos, durante la menor edad de sus hi- 
jos, ó los hijos, dentro del año siguiente á su mayor edad 6 
emancipación, declarasen ser su voluntad someterse al Códi- 
go civil. Entre el segundo caso anterior y el contenido en el 
Código no encontramos más que una mayor claridad de dic- 
ción en este último. El caso tercero es en ambos distinto for- 
mal y substancialmente; en el antiguo observamos la disposi- 
ción relativa á la extensión de la condición del marido á la 
mujer y del padre á sus hijos; fijémonos y no perdamos de 
vista que decía «en este caso», es decir, en el que procedien- 
do de provincias forales hubieren ganado vecindad en otras 
de derecho común; en el nuevo, por el contrario, se dispone 
que en todo caso la mujer seguirá la condición del marido y 
los hijos no emancipados la de su padre, y á falta de éste la de 
su madre. Nada se disponía para regular los cambios de ley 
de origen; el reformado cumple con la exigencia establecien- 
do dos formas de sumisión á otra legislación civil, la expresa 
y la tácita; con arreglo á la primera se ganará vecindad por 
la residencia de dos afios cuando de una manera expresa ma- 
nifieste el interesado ser esta su voluntad; por la segunda se 
ganará vecindad por la residencia de diez años en provincias 
ó territorios de derecho común cuando el interesado no ma- 
nifieste su voluntad en contrario. Ambas manifestaciones de- 
berán hacerse ante el Juez municipal para la correspondien- 
te inscripción en el Registro civil. Otra adición ha llevado á 
término el Código reformado, la de considerar á todas estas 
disposiciones de reciproca aplicación á las provincias y terri- 
torios españoles de diferente legislación civil. Este es muy 
especialmente el triunfo de que antes hicimos mérito. 

Es de notar el hecho de haberse celebrado tratados de ex- 
patriación entre Alemania, Estados Unidos del Norte de Amé- 
rica, Inglaterra y otras naciones, en los que se fija el plazo 
máximo de cinco afios de residencia para la pérdida y adqui- 
sición tácitas de nacionalidad de los subditos respectivos. 

El art. 15 del Código nos presenta el criterio de asimilación 
entre diversos territorios dotados de leyes particulares, espe- 
cificando los casos á virtud de los que se pueda transformar 
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la regla de derecho aplicable á la vida civil de los ciuda- 
danos. 

La implantación en España de la libertad civil se realiza 
por medio del art. 15. 

Declarando que las legislaciones forales seguían en toda su 
integridad, según el art. 12, y consintiendo el que pueda cam- 
biarse por otro el dominio de derecho originario, no sólo y 
exclusivamente el foral por el común, si que también el de 
Castilla por el foral, el legislador no hace menos de estable- 
cer reglas jurídicas iguales en eficacia y autoridad; es por 
completo indiferente la esfera de aplicación de las mismas; 
unas y otras son igualmente buenas y justas al mismo tiempo 
que bastantes para la consecución del fin social. Bien que 
esta libertad no ha resultado en la práctica todo lo completa 
que debiera ser al menoscabársele con dos limitaciones. El 
distinguido Catedrático de la Universidad de Madrid, señor 
Conde y Luque, se expresa en sus magistrales Oficios del De- 
recho internacional privado en términos dignos de ser estudia- 
dos por todo el que busque orientaciones seguras en estos pro- 
blemas de la ciencia. Nos dice á propósito de este punto que 
«las limitaciones á la libertad civil impuestas son el estatuto 
personal y la naturalización civil, uno y otra injustificadas, 
porque ¿qué es el primero en definitiva? No es más que una 
ley civil cualquiera, una ley á que el hombre debe estar ne- 
cesariamente sometido y que debiendo recibir un nombre se 
le da el del punto de partida, de la existencia, el eminente- 
mente histórico y casual del lugar en que se nace (jus sóli) 6 
el de la familia política á que el padre pertenece (jus sangui- 
nis) 7 pero bien entendido siempre que el recién nacido elige 
libremente uno ú otro de esos estados jurídicos. El elemento 
histórico, mejor apellidado aquí geográfico, es cosa accidental 
y pasajera, quedando sólo como substancial la necesidad de 
una ley civil y su voluntaria aceptación por el individuo, de 
tal modo que, si no hubiera en el mundo más que un Estado y 
una ley, la frase estatuto personal carecería de sentido. La 
diversidad de Estados y los prejuicios políticos correspondien- 
tes convirtieron la ley nacional en obligatoria. Pero la exi- 
gencia sólo cabe en el orden internacional en que constituye 
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la marca de la patria soberanía que el extranjero ostenta en 
todas partes adonde se traslade con el temor de que éste se 
someta á un derecho extraño y perturbador. 

»Es evidente que ninguna de estas razones tienen lugar en 
el derecho interregional donde el elemento espiritual y per- 
manente del estatuto en cuestión se desprende casi por com- 
pleto del histórico y particular que en el orden universal le 
condiciona y sujeta. Deducimos de lo dicho que allí donde la 
soberanía ha formulado distintas reglas jurídicas tienen dere- 
cho á disfrutarlas libremente todos los ciudadanos. La segun- 
da limitación, decíamos, era el establecimiento de una ver- 
dadera naturalización civil, análoga á la que para el dere- 
cho internacional existe. Mas si á esta vecindad especial se 
le comprende fácilmente en el derecho internacional donde 
se refiere á la soberanía, ya que no puede ser indiferente in- 
vestir con la nacionalidad á persona desconocida, si se la 
comprende también en el orden administrativo así como el 
domicilio en el judicial, por razones de sobra conocidas, no 
encontramos alguna para que se haga extensiva dicha vecin- 
dad al derecho interprovincial.» 

Conformes con el ilustre tratadista creemos que habiéndose 
conservado en toda su pureza, admitido sin restricciones el 
principio de libertad, éste hubiera sido seguramente el medio 
más eficaz y seguro para prevenir los conflictos, que como 
más adelante veremos, la inmensa mayoría de ellos tienen 
lugar por los cambios de ley de origen y la indeterminación 
del Código, en orden, tan necesitado de la atención más es- 
merada. 

III 

Las disposiciones del Código las conocemos ya lo bastante 
para dar una contestación á aquella pregunta que atrás que- 
dó formulada. En general el juicio que hemos formado es 
desfavorable; sus preceptos distan mucho de ser bastantes y 
eficaces para conseguir la solución de los casos de conflicto 
que de ordinario se presentan en el desenvolvimiento de la 
vida jurídica de las personas dependientes de los varios or- 
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ganismo8 de derecho particulares que en la actualidad con- 
viven dentro de España. 

No ha sido nuestro estudio nada profundo; escasos de fa- 
cultades y no menos desprovistos de aquella cultura indispen- 
sable para hacer frente á problemas de tal magnitud, para 
vencer el sinnúmero de dificultades con que á cada paso tro- 
pezamos en la investigación de asunto tan escabroso, que aun 
á los hombres de ciencia preocupa, habremos de abandonar 
los propósitos formados antes de descender al terreno prácti- 
co y á lo sumo contenernos en un círculo muy reducido. 

Con el criterio por el Código seguido se podrán resolver sa- 
tisfactoriamente algunas de las cuestiones que se susciten 
por colisión de opuestas leyes, las más fáciles por supuesto, 
pero en modo alguno nos da la norma encaminada á la con- 
secución de aquel resultado en la mayoría de ellos. La reali- 
dad de los hechos será un argumento irreprochable, poniendo 
ante nuestra vista de relieve la deficiencia á aquel cuerpo le- 
gal atribuida. 

Dentro de la clasificación de los conflictos que adoptamos 
en otra parte, pueden tener solución las dos primeras separa- 
ciones ó categorías, y aun en éstas, dados determinados ca- 
sos, tampoco se conseguiría; las dos restantes de las provin- 
ciales y municipales escapan por completo de los moldes tra- 
zados de antemano, escogitado el principio personal. En una 
relación contractual cualquiera en que intervenga, por ejem- 
plo, un extranjero, un catalán, un vizcaíno y un castellano, 
que verse sobre alguna cosa inmueble en Aragón situada, ce- 
lebrado el acto productor de la obligación en otra región de 
derecho foral, no se presentan obstáculos insuperables; las 
dudas que pudieran nacer para la determinación de la ley 
aplicable al caso están resueltas de modo fácil con la aplica- 
ción de la teoría estatutaria; la relación no ha de ser regula- 
da en totalidad por ninguna de las legislaciones á que estén 
sujetos los individuos contratantes; todos serán capaces cuan- 
do lo sean por su ley de origen en cuanto á los naturales de 
España y por su ley nacional personal el extranjero; el dere j 
cho de Aragón regirá con exclusión de todos en lo que al in- 
mueble objeto del contrato se refiera, y las formas y solemni- 
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dades serán los establecidas por la ley del lugar en que el 
acto se celebró, con las excepciones que hayan de ser tenidas 
en cuenta. Enteramente igual sucede con la segunda clase, 
puesto que la relación para los efectos considerados es idén- 
tica; habrá tan sólo la diferencia ahora accidental de la no 
concurrencia de extranjeros. 

El verdadero y complicado problema surge en los casos que 
vamos á proponer y que deducimos del estudio que de propó- 
sito hacemos del derecho vigente en alguna provincia en 
donde no existe sólo un derecho general, sino que también 
lo hay local originado por particulares costumbres. 

En Navarra no es sostenible en buenos principios que su 
derecho mantenga una sola ley de capacidad desde que el 
Tribunal Supremo, en sentencia de 1.° de Abril de 1871, de- 
claró que á pesar de lo dispuesto por su fuero y por la ley de 
Amejoramiento está aceptado por costumbre lo dispuesto por 
el derecho romano, ó sea que la mayor edad comienza á los 
veinticinco años. En Navarra los actos jurídicos pueden vá- 
lidamente celebrarse en lugares diferentes con capacidades 
diversas; con este estado de cosas nadie se atreverá á dudar 
que tengan aparición en la práctica problemas complicadísi- 
mos, para cuya resolución el Código nada útil y práctico con- 
tiene. ¿Cómo los Tribunales de justicia, procediendo con ple- 
na rectitud, pondrán término á litigios promovidos cuando 
una parte reclame la nulidad de un acto colebrado en Nava- 
rra, fundándose en la falta de capacidad de su adversario? 
¿Adoptando como medio el estatuto personal? No lo creemos 
pertinente; el estatuto personal que el Código erige en norma 
obligatoria no puede tener aplicación en este caso si el estatu- 
to no es más que la ley de origen de la persona; en Navarra 
podría ser suficiente cuando una sola imperase, pero existen- 
te la dualidad, igualmente atendibles deberán ser los funda- 
mentos alegados por el que contrató con arreglo á la edad, 
que según el fuero concede aptitud para obligarse por con- 
venciones jurídicas, que aquellos que lo hayan sido por el que 
se atemperó á la costumbre de vigencia parcial que lo auto- 
rizaba. Entendemos que el juez ó tribunal á quien correspon- 
diese el conocimiento de la cuestión para fallarla con arreglo 
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á derecho tendría que permanecer perplejo, sin inclinarse á 
uno ni otro lado por la carencia de preceptos bastantes á so- 
lucionarla. 

Decíamos que aunque los conflictos de la segunda catego- 
ría, según el orden de la enumeración hecha á los que deno- 
minamos interprovinciales, son de fácil término, pudiera no 
suceder esto en determinados casos; veamos si conseguimos 
presentar alguno para que la teoría de los estatutos no sea 
prácticamente adaptable: en Cataluña, según la sentencia 
dictada por el Tribunal Supremo en 31 de Diciembre de 1895, 
pueden válidamente obligarse los menores púberes que care- 
cen de padres y curadores, quedándoles á salvo el beneficio 
de la restitución por entero; pues bien, un menor catalán que 
se encuentra en esas circunstancias celebra un contrato con 
un individuo de otra región de Aragón; por ejemplo, el menor 
llega á la mayor edad, y haciendo uso de la facultad que le 
concede el art. 15 del Código en su párrafo primero, número 
tercero, cambia su ley de origen residiendo por espacio de 
dos años en algún punto de derecho común y manifestando su 
voluntad de someterse al Código civil; pero ocurre que des- 
pués de esto, ejercitando la acción que el derecho de Catalu- 
ña le proporciona, interpone demanda por apreciar la exis- 
tencia de la lesión que motiva el beneficio; es preciso adver- 
tir que la dicha acción se concede hasta cuatro años después 
de la mayor edad; ¿qué ley será aplicable, la de Cataluña ó 
la de Castilla? Los jueces en dicha colisión tendrán que fallar 
con arreglo á su criterio, porque el Código ninguna disposi- 
ción dedica á casos análogos. 

Por el cambio de ley de origen tienen lugar á más infinidad 
de conflictos. Se permite por el derecho de Castilla que los 
cónyuges celebren las estipulaciones matrimoniales antes del 
matrimonio, y una vez celebrado no podrán alterarse bajo 
ningún concepto; variando el marido y, por consiguiente, la 
mujer de ley personal, ¿subsistirá esta prohibición? Nada dis- 
pone el Código. 

El privilegio que la legislación de Cataluña concede á la 
mujer casada para la garantía y restitución de su dote y el 
beneficio del año de luto ¿subsistirán después de someterse el 
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marido al Código civil? Tampoco pone á nuestro alcance cri- 
terio alguno para la exacta determinación de estos efectos 
jurídicos. 

La situación sui géneris en que Vizcaya se encuentra es 
fuente de absurdas anomalías, antinomias, arbitrariedades y 
confusiones sin cuento. Esta situación quedó expuesta; aquí 
limitaremos nuestra investigación á proponer conflictos de los 
de la cuarta clase, ó sean de los municipales. El grave pro- 
blema del dualismo de la legislación dentro de un término 
municipal aun no ha podido ser resuelto á juicio del Sr. To- 
rres Campos. El dualismo de leyes civiles de Vizcaya nos 
ofrece el ejemplo de la antigua legislación personal ó de ra- 
zas, al decir de un eminente jurisconsulto, apreciaciones que 
habrán de aceptarse por lo racionales y exactas, que frecuen- 
temente se han de ver confirmadas por la realidad. ¿Y cómo 
no si observamos lo que en la práctica acontece? Si este dua- 
lismo subsiste y áfortiori ha de subsistir si ello no se remedia, 
se dará el raro ejemplo de que dentro de un mismo municipio 
un padre podrá disponer libremente de sus bienes con arreglo 
al fuero y con sujeción á las restricciones que la ley de Cas- 
tilla le marca é impone de los mismos bienes; un propietario 
para disponer intervivos ó mortis causa de su patrimonio, 
tendrá que atender á dos legislaciones, tratándose de cosas 
muebles ó inmuebles, y estas últimas situadas las unas junto 
á las otras. Podemos concluir con lo ya por nuestra parte 
afirmado, que el Código no soluciona con sus preceptos ni 
pone remedio alguno para hacer desaparecer esos estados ex- 
cepcionales; todas las cuestiones examinadas exigen el que la 
territorialidad sea aplicada, como el Tribunal Supremo la 
aplica, respetando la competencia exclusiva de la ley en 
cada territorio, teniendo presente el principio de la realidad 
de las costumbres en los sitios en que nacieron, partiendo, no 
del sujeto ni objeto de la relación jurídica, sino de la relación 
toda; implantando los sistemas de derecho que Savigny con 
gran acierto defiende y, sobre todo, respetando debidamente 
la voluntad individual para que pueda someterse á la ley que 
conceptúe más favorable á las finalidades que persiga, des- 
aparecería de una vez el verdadero caos que dificulta el regu- 
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lar y libre ejercicio de las actividades que se desenvuelven y 
el derecho interregional de España se realizaría con la nor- 
malidad en absoluto indispensable. Cuando menos completar 
el criterio del origen con el domicilio por medio de una sabia 
reglamentación, para lo que pudiera muy bien servir de mo- 
delo el Código federal de Suiza. 

Queda hecha la crítica fundamental, y sin perjuicio de las 
ligeras indicaciones que al hacer la interpretación de los pre- 
ceptos apuntamos, violentando el método, pero con la discul- 
pa de tener que olvidar extremos de relativa importancia. 
Completaremos para terminar esta exigencia del trabajo con 
las á nuestro sentir procedentes correcciones. 

Ha debido el Código respetar antiguos precedentes, como 
la ley quince, título catorce, partida tercera, que sujetaba 
tanto los bienes muebles como los inmuebles á la ley de su 
situación, equiparación que la ciencia reclama imperiosa- 
mente. 

El principio de unidad necesaria es digno de que se le man- 
tenga incólume, sin oponérsele excepción alguna. 

En materia tan atendible como la tutela es imperdonable 
una mayor explicitud al par que una reglamentación detalla- 
da y minuciosa para consagrar legítimos intereses. Otro tan- 
to ha debido hacerse regulando como lo requieran las rela- 
ciones de la patria potestad derivadas. 

En orden al matrimonio existe confusión en lo relativo á la 
declaración como obligatorias en todas las provincias del rei- 
no de las disposiciones del título cuarto, libro primero, con lo 
que pueden acarrearse perjuicios irreparables en las relacio- 
nes conyugales, especialmente en cuanto á los bienes. 

Conformes con el Sr. Alvarez de Cienfuegos, debió des- 
echarse de la redacción del Código el estatuto formal, y que 
sus disposiciones sobre formas y solemnidades de los actos ju- 
rídicos fueran las solas aplicables, ya que la mayor garantía 
de eficacia de las mismas desaparecería en algunas provin- 
cias en las que su imperfección ocasionaría fraudes y suplan- 
taciones. Las obligaciones se han dejado en un olvido lamen- 
table, no sabiendo á qué ley atender, si á la del lugar de la 
celebración ó á lq, del en que deban de producir sus efectos. 
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El art. 15 debió desarrollarse ampliamente para abarcar las 
múltiples combinaciones que autoriza y no dejarlas sin deter- 
minación ni régimen regulador. El período de diez años para 
ganar vecindad de modo tácito debió ser más reducido á pe- 
sar de su tradicionalidad; cuando más idéntico al adoptado 
por los tratados de que hicimos referencia en otro lugar, el 
de cinco afios es un máximum racional y suficiente. Por últi- 
timo, la situación de Vizcaya debe desaparecer sin morato- 
rias ni dilaciones, para lo que de los dos medios utilizables á 
conseguirlo, esto es, sumisión de todo el territorio vizcaíno al 
fuero ó igual sumisión al Código civil, elegimos el segundo, 
fundándonos en motivos que casi imponen la innovación acep- 
tada por nosotros y por todo el que desee la no paralización 
de la ley evolutiva en el orden jurídico. Mucho más favora- 
ble es para los intereses de todos el que no queden desapro- 
vechadas aquellas ocasiones en las que la unificación del de- 
recho se elabore paulatinamente, sometiendo á un dominio 
legal más perfecto las relaciones que se desenvuelven á la 
sombra de normas anticuadas y en total desacuerdo con las 
condiciones de la sociedad actual. 

Alfonso Pérez Martínez. 

Granad* 12 de Mayo de 1006. 
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festadas en sus artículos, dejando la responsabilidad á los auto- 
res que los suscriben, y únicamente afirma la pertinencia en 
conjunto de aquéllos á los fines de la publicación. 

Dispuesta la Revista á dar cuenta á sus lectores, y atendien- 
do sólo á su interés, de los libros nuevos que se publiquen re- 
lacionados con las materias que constituyen su especialidad, 
será motivo de su atención el haber recibido de alguno de ellos 
dos ejemplares. En todo caso dará cuenta del obsequio en la 
sección correspondiente. 
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REVISTA DE DERECHO I NTERNAtMA L Y POLÍTICA ElfEBIOR 

Esta Revista es la primera y única que ee publica en Espa- 
ña, exclusivamente dedicada al estudio íel Derecho interna- 
cional, en sus dos ramas, público y privado, y en cuanto á am- 
bas importa, al de la Legislación comparada, y al examen, 
vulgarización y crítica de las principales cuestiones de la po- 
lítica exterior. 

La Revista formará cada aflo,un tomo, publicado en varios 
cuadernos, dando además como suplementos: 1.° Una Crónica, 
en lo posible mensual, dedicada al estudio de los problemas 
actuales de la política exterior y á ías noticias y documentos 
concernientes á los fines de la publicación. — 2.° Los Tratados 
y actos internacionales, en cuanto sean conocidos por su publi- 
cación en los periódicos oficiales de España y del extranjero. 
3.° Una Biblioteca de obras de Derecho internacional y diplo- 
macia, conteniendo la reimpresión de libros raros ó la_ reco- 
pilación de documentos útiles. Acabada la edición de los Re- 
cuerdos marroquíes, de Murga, sigue la Controversia del Pa- 
dre Las Casas con Ginés de Sepúlveda sobre la licitud de la 
conquista de las Indias. 

Precios de suscripción anual. 

EDICIÓN ORDINARIA ~~"~~~ 

España 15 pesetas. 

Extranjero 15 francos. 

EDICIÓN DE CINCO EJEMPLARES NUMERADOS, EN PAPEL GRUE- 
SO (CON OTRO EJEMPLAR DE LOS TRATADOS EN PAPEL OR- 
DINARIO) 

España 30 pesetas. 

Extranjero 30 francos. 

No se servirá ninguna suscripción que no esté pagado su 
importe. En caso de pago por giro los gastos del mismo se- 
rán de cuenta del suscriptor. 

REDACCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 

Calle del Factor, núm. 5.— Madrid.— Teléfono 2.190. 
Representante de la publicidad: D. JOSÉ URCOLA 

MADRID.— Imp. de los Hijos de R. Álvarez, á cargo de A. Menéudez.— Ronda de Atocha, 15 
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